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Se declara abierta la sesión a las 15.10 horas.

Examen de los informes presentados por los Estados
partes en virtud del artículo 40 del Pacto
(continuación)

Cuarto informe periódico de Costa Rica
(CCPR/C/103/Add.6) (continuación)

Lista de cuestiones (continuación)

1. Por invitación de la Presidenta, la Sra. Nagel y el
Sr. Niehaus (Costa Rica) toman asiento a la mesa del
Comité.

2. La Presidenta invita a la delegación de Costa Ri-
ca a continuar respondiendo a las preguntas adicionales
del Comité sobre las cuestiones relativas a los artículos
2, 3 y 26, 6, 7, 9, 10, 14, 17, 18, 19, 22 y 24 del Pacto.

3. La Sra. Nagel (Costa Rica) dice que en Costa Ri-
ca no hay ejército y que su fuerza de policía tiene tres
divisiones principales: la Guardia Civil, encargada del
mantenimiento del orden y la prevención del delito en
las zonas urbanas, la Guardia Rural, encargada de las
zonas rurales, y la Policía de Tránsito. Las tres se rigen
por la Ley de policía y sus acciones son supervisadas
por los tribunales y por la Defensoría de los Habitantes.
La Guardia Civil y la Guardia Rural están bajo la juris-
dicción del Ministerio de Seguridad Pública, mientras
que la Policía de Tránsito depende del Ministerio de
Obras Públicas y Transporte. Es preciso distinguir en-
tre estas tres fuerzas de policía y los agentes de seguri-
dad del sistema de prisiones, que dependen del Minis-
terio de Justicia. Los oficiales de las dos Guardias y los
agentes de seguridad de las prisiones reciben capacita-
ción permanente en materia de derechos humanos. Se
presta atención especial a los agentes de seguridad de
las prisiones, quienes por su labor están mucho más en
contacto con los sufrimientos humanos, y sus funciones
se están profesionalizando gradualmente. Si bien en el
pasado se sustituía a los oficiales de las dos Guardias
cada vez que cambiaba el gobierno, en la actualidad
mantienen sus cargos cualquiera sea el partido que esté
en el poder y se gradúan en una escuela de policía en la
que se hace mucho hincapié en las cuestiones humani-
tarias. Como el derecho a la vida es inviolable, única-
mente se permite a la policía matar en casos justifica-
dos de defensa propia. En cuanto a la tortura o las con-
fesiones forzosas, ninguna de estas prácticas existen en
Costa Rica; por supuesto, la tortura se considera delito

con arreglo al Código Penal, la Constitución y los ins-
trumentos internacionales de los que es parte Costa Rica.

4. En la actualidad sólo hay en el país refugiados ni-
caragüenses: alrededor de 600.000, un gran número si
se considera que Costa Rica tiene en total 3,5 millones
de habitantes. No obstante, se han integrado plenamente
en la población activa y reciben todos los beneficios
sociales a los que tienen derecho los nacionales de
Costa Rica, aunque no contribuyan. Por ejemplo, a raíz
de una acción judicial entablada recientemente por un
padre nicaragüense, se garantizó que los refugiados que
vivían por debajo del nivel del umbral de pobreza reci-
birían los subsidios escolares habituales. Un decreto de
amnistía de 1998 benefició a los migrantes que habían
entrado al país antes de noviembre de ese año; de esa
manera, se llevó a cabo un recuento de la población de
refugiados. El problema es complicado porque muchos
refugiados padecen enfermedades erradicadas desde ha-
ce tiempo en Costa Rica; sin embargo, el Gobierno está
decidido a ayudar a los hermanos de Centroamérica.

5. Todas las personas que viven en el país son igua-
les ante la ley y disfrutan de las mismas garantías
constitucionales. En consecuencia, los extranjeros pue-
den presentar denuncias a la Oficina de la Defensoría
de los Habitantes e incoar cualquier otro procedimien-
to. Por ejemplo, una mujer de Honduras presentó una
denuncia ante la Oficina y tras una investigación gu-
bernamental, se determinó que no había ninguna prue-
ba de que hubiera sido objeto de persecución. También
hubo un caso muy especial en relación con unos ladro-
nes venezolanos que el Gobierno anterior expulsó adu-
ciendo que en el país no había ninguna prisión de alta
seguridad en la que se los pudiera encarcelar. Poste-
riormente, el Alto Tribunal de Apelaciones censuró al
Gobierno, por primera vez en su historia, por haber
adoptado esa medida.

6. Cabe señalar que los tribunales emiten fallos so-
bre actos u omisiones de los particulares, mientras que
la Oficina de la Defensoría de los Habitantes se encar-
ga de todos los actos u omisiones de los funcionarios
públicos. En 1998 la Oficina recibió 11.900 denuncias,
de las cuales el 69% se fallaron a favor del denunciante
y el 8,4% se desestimaron, mientras que el resto sigue
en examen. Se proporcionará un desglose de los de-
nunciantes por sexo y edad.

7. Las mujeres representan el 49% de la población
escolar. El 37% de las mujeres trabaja, mientras que
entre los hombres el porcentaje asciende al 74%. Se
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distribuirá un cuadro en el que se muestra el desglose
por sexo de las ocupaciones. Más adelante se propor-
cionará información sobre los disturbios ocurridos en
Limón en 1993.

8. Costa Rica nunca ha declarado el estado de emer-
gencia y, en consecuencia, nunca ha suspendido ninguna
de las garantías establecidas en el artículo 4 del Pacto.

9. En cuanto a la separación de poderes, reciente-
mente el poder ejecutivo pidió al poder judicial que le
transfiriera una parte de los recursos que se le habían
asignado en el presupuesto nacional para destinarla a la
construcción de infraestructuras. Sin embargo, ambos
poderes actúan en general por separado o se limitan a
coordinar sus medidas, por ejemplo, en una comisión
mixta, o cuando realizan esfuerzos conjuntos a fin de
lograr la aprobación de proyectos de ley. Las diversas
partes del Gobierno también trabajan estrechamente
con organizaciones no gubernamentales, ya que se re-
conoce que los problemas sociales no puede resolverlos
el Estado por sí solo; esa colaboración abarca en espe-
cial las esferas de la reunión de datos y la aplicación de
las recomendaciones del Comité.

10. El Sr. Niehaus (Costa Rica) dice que por lo que
respecta al estatuto concedido a la Convención Ameri-
cana sobre Derechos Humanos, en un dictamen de la
Sala Constitucional de la Corte Suprema, establecida
en 1989, se reconoció que en virtud de la Constitución
todos los instrumentos internacionales de derechos hu-
manos, y los derechos comunes que protegen, tienen
igual rango y tienen precedencia sobre las leyes inter-
nas. No obstante, la Sala Constitucional también obser-
vó que los tribunales no solían invocar los instrumentos
internacionales e instó a que se recurriera a ellos, en
especial a la Convención Americana.

11. La Sra. Nagel (Costa Rica) dice que se puede
alegar ante la Sala Constitucional la inconstitucionali-
dad de cualquier decreto o ley o su incompatibilidad
con cualquier instrumento internacional. En virtud de
un dictamen de esa Sala, se pueden apelar los fallos de
todos los tribunales del país. Por supuesto, también se
dispone al mismo tiempo de los recursos de habeas
corpus y amparo, como se detalla en el informe.

12. La Sala Constitucional, uno de los órganos gu-
bernamentales más eficaces y que disfruta de la mayor
confianza del público, es muy activa. Puesto que cual-
quier ciudadano puede recurrir a ella directamente, se
reciben unas 100 denuncias diarias.

13. En relación con el párrafo 114 del informe, el
Comité tiene razón al observar que el público ha de
estar informado de los recursos de que dispone.

14. El Código de Procedimiento Penal lleva en vigor
sólo año y medio y cualquier evaluación sería prematu-
ra. No obstante, como Ministra de Justicia, puede decir
que a raíz de su aplicación la administración de justicia
se ha racionalizado en gran medida. Se ha condenado a
muchas menos personas y se han aplicado muchas alter-
nativas al encarcelamiento, con lo que se ha reducido la
población carcelaria y la administración se ha centrado
en el objetivo principal: la rehabilitación. Todas las pri-
siones se construyen con fondos del Estado, pero existen
disposiciones legales que permiten que estén vigiladas
por guardias privados. Por otra parte, se ha encomenda-
do a una empresa privada extranjera la construcción de
una prisión de máxima seguridad en Costa Rica que de-
berá completarse durante el próximo año.

15. Por lo que respecta a las indemnizaciones a las
víctimas de las violaciones de los derechos humanos, el
artículo 199 de la Constitución establece que tanto el
Estado como cualquier funcionario público declarado
culpable en un juicio penal debe pagar una indemniza-
ción material, mientras que cuando se desestimen los
casos contra funcionarios públicos es el Estado quien
debe pagar la indemnización.

16. En Costa Rica se aplica el principio de la presun-
ción de inocencia mientras se demuestre la culpabili-
dad. La policía dispone de seis horas para presentar una
acusación contra un detenido y transcurrido ese plazo
debe ponerlo en libertad; el Ministerio Público puede,
con carácter excepcional, prolongar la detención de los
sospechosos durante otras 48 horas mientras reúne
pruebas. En cuanto al 22% de personas que permane-
cen en prisión durante el tiempo que media entre la
acusación y el juicio, un 59% de esas personas se en-
cuentran en esa situación durante tres meses, un 21,4%
entre tres y seis meses, un 2,8% entre seis y nueve me-
ses, y de un 2% a un 3% entre seis y 12 meses; ninguna
de ellas ha estado detenida durante más de un año.
Desde el primer momento, los detenidos tienen derecho
a tener acceso a un abogado y si son indigentes se les
proporciona asistencia letrada gratuita.

17. En Costa Rica no existe la prisión por deudas. No
obstante, las personas que no paguen la pensión ali-
menticia para sus hijos pueden ser condenadas a penas
de prisión de hasta seis meses.
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18. Si bien desde hace muchos años se han hecho es-
fuerzos para imponer el principio de igual remunera-
ción por igual trabajo, todavía no existe una verdadera
igualdad entre la mujer y el hombre. El problema es de
carácter práctico y no jurídico, ya que están en vigor
leyes antidiscriminatorias que podrían aplicarse.

19. El aborto está estrictamente prohibido por la ley.
Cuando una pareja contrae matrimonio, los contrayen-
tes pueden optar por el régimen de separación de bie-
nes, en cuyo caso el hombre y la mujer lleven una lista
de sus propiedades, sobre la base de la cual se dividen
las propiedades en caso de divorcio. Si la pareja no se
había acogido a esta opción, las propiedades se dividen
en partes iguales.

20. La tasa de mortalidad derivada de la maternidad
es muy baja en Costa Rica, y la salud maternoinfantil
es mejor que la de muchos otros países de la región.

21. Los reclusos de los centros de detención de Costa
Rica cuentan con mayor protección y seguridad que en
la mayoría de los demás países de América Latina. Re-
ciben una alimentación adecuada y hay más médicos
por recluso que médicos per cápita. Los reclusos tienen
acceso a la educación primaria y a una gran variedad
de programas de capacitación. Además, se permiten las
visitas conyugales. Los hijos de reclusas permanecen
con sus madres hasta los 3 años. Se ha iniciado un pro-
grama para aumentar la autoestima de las mujeres de
los reclusos y enseñarles un oficio con objeto de que
puedan mantener a sus familias mientras sus esposos
están en prisión. La población de reclusos de Costa Ri-
ca asciende a 8.000 personas, de las cuales únicamente
350 son mujeres.

22. Existen varias autoridades judiciales y adminis-
trativas que prestan asistencia a las mujeres maltrata-
das. Éstas pueden iniciar acciones legales para que se
prohiba a los hombres que las han maltratado volver al
hogar o acercarse al lugar de trabajo de la víctima.

23. En Costa Rica las sentencias más comunes son las
penas de prisión, si bien cada vez se dictan con más
frecuencia otros tipos de sentencias. También se impo-
nen penas de exclusión del servicio público o del ejer-
cicio de una profesión y multas. A los extranjeros se
les puede expulsar del país y prohibir la entrada du-
rante un tiempo determinado; sin embargo, en la prác-
tica estas medidas se aplican raramente.

24. La Ley de Justicia Penal de Menores, relativa-
mente reciente, es un modelo en América Latina.

Promulgada para cumplir las obligaciones contraídas
por Costa Rica en virtud de la Convención sobre los
Derechos del Niño, dispone que los menores de 18
años pueden disfrutar de todos los derechos y obliga-
ciones establecidos en la legislación. Por ejemplo, a los
niños de entre 12 y 15 años no se les impondrán con-
denas del mismo tipo que a los de entre 15 y 18 años.
Ante todo, esta ley prevé la imposición de penas de
prisión únicamente una vez excluidas todas las alterna-
tivas, entre ellas el trabajo comunitario. En la actuali-
dad, la población de reclusos jóvenes en Costa Rica as-
ciende a 42 niños y una niña. Además, el país pondrá
en marcha próximamente un programa de actividades
para niños que han cometido delitos leves.

25. En Costa Rica no existe discriminación en el em-
pleo por motivos de nacionalidad. Evidentemente, tie-
nen que cumplirse algunos requisitos básicos, como
contar con la documentación adecuada. Recientemente
se ha derogado una ley que requería que el 90% de los
trabajadores de las empresas de Costa Rica fueran
costarricenses.

26. De conformidad con el Código del Trabajo, no
existe discriminación entre el hombre y la mujer. Sin
embargo, existe discriminación cultural y social: por
ejemplo, en general las mujeres no trabajan en las mi-
nas. Sin embargo, una mujer que desee hacerlo está ju-
rídicamente autorizada a hacerlo. En Costa Rica hay
mujeres policía y mujeres que conducen autobuses. Las
mujeres tienen beneficios por maternidad: tienen dere-
cho a cuatro meses de licencia, uno antes y tres des-
pués de dar a luz.

27. Una persona joven menor de 18 años que desee
contraer matrimonio debe contar con el permiso de sus
padres y del Patronato Nacional de la Infancia. Si bien
en el Código de Trabajo se establece que el hombre
tiene la responsabilidad primordial de mantener a su
familia y que la mujer desempeña un papel subsidiario,
en realidad tanto el hombre como la mujer trabajan pa-
ra mantener a sus familias. De hecho, el 37% de los je-
fes de familia de Costa Rica son mujeres.

28. Hay varios órganos judiciales y administrativos
encargados de la protección y promoción de los dere-
chos de la mujer; todos los miembros de la sociedad
tienen acceso a esos órganos.

29. La Presidenta invita a los miembros del Comité
a formular observaciones y preguntas adicionales.
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30. El Sr. Klein dice que ha estudiado la cuestión de
la protección prevista en el artículo 6; le preocupa en
particular la legislación que protege el derecho a la vi-
da. Le ha asombrado mucho que la policía de Costa Ri-
ca sólo esté autorizada a utilizar armas en defensa pro-
pia o en defensa de otros. Es la norma más restrictiva
sobre el uso de armas que conoce. Pregunta si los poli-
cías o los guardias de prisiones no pueden disparar
contra un delincuente peligroso para impedir que se dé
a la fuga.

31. Lord Colville dice que no se ha respondido a su
pregunta. Había preguntado, por referencia al párrafo
530 del informe, qué mecanismos judiciales existían
para impedir que en un juicio se utilizaran confesiones
obtenidas por medios indebidos.

32. La Sra. Chanet dice que si bien entiende que
nunca se ha declarado el estado de emergencia en la
historia de Costa Rica, desea saber a qué disposiciones
jurídicas se refiere la frase “en caso de evidente nece-
sidad pública”, que figura en el artículo 121 de la
Constitución (CCPR/C/106/Add.6, párr. 174).

33. También quisiera saber cómo se tipifica la tortura
en el Código Penal de Costa Rica y en concreto, en qué
consiste este delito y cuáles son las penas previstas.

34. Entiende que la policía puede mantener detenida
a una persona por un plazo máximo de seis horas. Sin
embargo, no queda claro si se la retiene para interro-
garla o simplemente para verificar su identidad. Pre-
gunta si después de esas seis horas se la lleva ante el
juez o en ese momento comienza el período de deten-
ción de 48 horas.

35. El Sr. Solari Yrigoyen quisiera recibir informa-
ción sobre lo que sucedió en Puerto Limón, sobre los
desalojos de la granja “18 de abril” en Sarapique, en
particular las lesiones que sufrieron los arrestados, y
sobre el caso de William Lee Malcolm, un menor que
falleció en 1993 mientras estaba detenido.

36. La Sra. Nagel (Costa Rica) dice que Costa Rica
cuenta con un sólido sistema de protección que a me-
nudo sorprende a los que no están familiarizados con
su sistema jurídico. Es cierto que un oficial de policía
no puede disparar excepto en defensa propia o en la de
otros. Por ejemplo, un oficial de policía está obligado a
poner en libertad a un detenido si no se dispone de
pruebas suficientes. Simplemente no existen confesio-
nes forzosas. El Código Penal permite al acusado in-
criminar a otras personas y negociar con los fiscales. Si

se descubriera que una confesión se ha obtenido por
medios indebidos, se la declarará inválida. Si un oficial
de policía consiguiese una confesión por la fuerza, se le
despediría.

37. La oradora dice que después de examinar la le-
gislación penal, proporcionará información al Comité
sobre las disposiciones relativas a la tortura. Por otra
parte, señala que no existen leyes adicionales relativas
a la declaración del estado de emergencia.

Derecho a la libre determinación, discriminación
y derechos de las minorías (artículos 1, 26 y 27
del Pacto)

38. La Presidenta lee las preguntas relativas a los ar-
tículos 1, 26 y 27 del Pacto: medidas para eliminar la
discriminación contra los costarricenses de origen afri-
cano; la posición del Estado Parte respecto del derecho a
la libre determinación de los pueblos indígenas; el esta-
do del proyecto de ley sobre el desarrollo autónomo de
los pueblos indígenas; los progresos logrados en el trato
a los problemas de los pueblos indígenas; y las funcio-
nes de la Comisión Nacional de Asuntos Indígenas.

39. La Sra. Nagel (Costa Rica) dice que Costa Rica
recibió el asentamiento de los primeros grupos de ne-
gros desde el momento mismo del descubrimiento y la
conquista, y participaron activamente en la economía.
En la actualidad el Gobierno costarricense está reali-
zando una enorme inversión en un programa de ense-
ñanza bilingüe en todo el país, con atención especial a
la provincia de Limón, donde se concentra un impor-
tante porcentaje de la población de color. Según esti-
maciones demográficas, entre el 3% y el 5% de la po-
blación total es afrocostarricense. Aunque sigue exis-
tiendo una importante concentración en la costa del Ca-
ribe, esta población está distribuida a lo largo de todo
el territorio nacional.

40. Ha habido algunas denuncias aisladas de discrimi-
nación racial en contra de afrocostarricenses ante los ór-
ganos judiciales. Esos casos han sido examinados por la
Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, que
ha demostrado su interés en lograr una verdadera inte-
gración racial sin menoscabo de ningún grupo étnico.

41. Los afrocostarricenses cuentan con una organiza-
ción conocida como Asociación Proyecto Caribe, cuyo
objetivo es establecer vínculos entre los miembros de
su comunidad mediante la capacitación, el comercio, la
comunicación y la cultura. El Gobierno ha derogado la
ley que establecía el Día del Descubrimiento y de
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la Raza, que exaltaba a la “raza” española, y en su lu-
gar estableció el Día de las Culturas. Dos de los 57
miembros de la Asamblea Legislativa son afrocostarri-
censes. Finalmente, es particularmente notable que la
Defensoría de los Habitantes no haya recibido denun-
cias de discriminación racial por parte de personas
afrocostarricenses.

42. El proyecto de “ley de desarrollo autónomo de los
pueblos indígenas” tiene como finalidad dar plena vi-
gencia a las disposiciones de la Convención Interna-
cional sobre la Eliminación de Todas las Formas de
Discriminación Racial y del Convenio No. 169 de la
Organización Internacional del Trabajo (OIT) sobre los
pueblos indígenas y tribales en países independientes.
Concretamente, el proyecto de ley reconocerá la auto-
nomía plena de los pueblos indígenas y su derecho a
reivindicar su cultura. En particular, garantizaría el de-
recho de los pueblos indígenas a administrar sus terri-
torios y a elaborar su propio plan de desarrollo a la luz
de sus propias tradiciones y costumbres. El proyecto de
ley, que ha supuesto un largo proceso de consultas con
las comunidades indígenas, carece de precedentes en
Costa Rica o en América Latina en su conjunto.

43. Del 22 al 26 de septiembre de 1997 se celebró un
foro nacional de culturas indígenas, con la participa-
ción de los 39 representantes elegidos por las comuni-
dades indígenas. En él se debatió la versión final del
proyecto, que en la actualidad está ante la Asamblea
Legislativa para que lo apruebe.

44. Otro acontecimiento positivo para la eliminación
de la discriminación racial fue la decisión de 1997 de la
Sala Constitucional de que la decisión del Ministerio
de Cultura de reducir en un 80% el presupuesto de la
Comisión Nacional de Asuntos Indígenas en 1996 y
1997 constituía una infracción del Convenio No. 169
de la OIT. En consecuencia, se ordenó al Estado pagar
a la Comisión daños y perjuicios y dotarla de un presu-
puesto apropiado para 1998. Además, en la actualidad
hay tres programas concretos cuyo objetivo es mejorar
la situación de los pueblos indígenas: un programa de
salud dirigido por la Caja Costarricense del Seguro So-
cial; la creación de un departamento de educación indí-
gena del Ministerio de Educación y el convenio para la
formación de maestros indígenas; y la labor que lleva a
cabo la Defensoría de los Habitantes en apoyo de las
iniciativas de las comunidades indígenas.

45. Los principales objetivos de la Comisión Nacional
de Asuntos Indígenas son promover el mejoramiento

socioeconómico y cultural de los pueblos indígenas; co-
ordinar las actividades de las distintas instituciones pú-
blicas en esa esfera; promover la investigación científica
del modo de vida de los pueblos indígenas y divulgar in-
formación al respecto; velar por el respeto de los dere-
chos de las minorías indígenas; promover las medidas
del Estado para garantizar la propiedad individual y co-
lectiva; velar por el cumplimiento de cualquier disposi-
ción jurídica y combatir aquellas que pretendan lesionar
la propiedad de las comunidades indígenas; y establecer
centros de salud con personal adecuadamente adiestrado.

Difusión de información sobre el Pacto (artículo 2)

46. La Presidenta lee las preguntas relativas al artí-
culo 2 del Pacto: medidas adoptadas para difundir in-
formación sobre la presentación del informe y su exa-
men por el Comité, en particular, las observaciones fi-
nales del Comité; información sobre la educación y ca-
pacitación en relación con el Pacto y su Protocolo Fa-
cultativo que se brinda a los funcionarios públicos,
maestros, jueces, abogados y funcionarios de policía.

47. La Sra. Nagel (Costa Rica) dice que la promo-
ción y la divulgación de los derechos de los ciudadanos
son obligaciones jurídicas del Gobierno, el cual remite
a los órganos competentes todas las recomendaciones
del Comité. La Oficina de la Defensoría del habitante
también ha recibido una copia de los comentarios y las
observaciones del Comité, ya que se encarga de todas
las cuestiones relativas a los derechos humanos.

48. El Sr. Yalden dice que, habida cuenta de que en
la Constitución se establece que la religión católica es
la religión del Estado, es difícil creer que no exista dis-
criminación contra otras religiones. Se debe proporcio-
nar información sobre la financiación de escuelas no
católicas. También desea recibir información sobre la
discriminación en el sector privado de la economía, en
sectores tales como la vivienda y los servicios. Igual-
mente, quisiera que se informase sobre los progresos
realizados en la protección de los derechos humanos de
los pueblos indígenas y los organismos creados a tal
efecto. Sería interesante saber, por ejemplo, cuántos
miembros de pueblos indígenas asisten a instituciones
educativas superiores, como las universidades. Tam-
bién se han de proporcionar cifras sobre su situación en
materia de empleo, tanto en el sector público como en
el privado.

49. El Sr. Scheinin, al referirse a la cuestión de
la prostitución infantil, dice que las respuestas
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proporcionadas por la delegación de Costa Rica indican
que el país está verdaderamente decidido a afrontar
este problema. Toma nota de que, según el Patronato
Nacional de la Infancia, sólo en San José hay unos
3.000 niños que se dedican a la prostitución, y pregunta
qué medidas concretas se han adoptado para hacer
frente a ese flagelo. Desea saber qué medidas se han
adoptado contra los extranjeros que participan en la
explotación sexual de los niños. La delegación de
Costa Rica debe indicar si su país ha concertado acuer-
dos de cooperación jurídica con otros Estados, inclui-
dos los países de origen de los extranjeros que partici-
pan en la explotación sexual de los niños.

50. Al referirse al párrafo 656 del informe, dice que
al parecer la libertad de expresión se interpreta como el
derecho al libre acceso a las fuentes de información, y
se centra en los medios de difusión. Sin embargo, la li-
bertad de expresión también es una piedra angular de la
democracia, en virtud de la cual las personas pueden
expresar sus opiniones, sean cuales fueren. A este res-
pecto, quisiera saber cómo se define la difamación en
Costa Rica.

51. El Sr. Ando, señala que al parecer el Gobierno o
los empleadores propician el sistema de organizaciones
de “solidaridad” y pregunta si esto impide que otros
trabajadores disfruten de sus derechos. Desea saber si
los funcionarios tienen derecho a la negociación colec-
tiva. En cuanto a la privatización en curso de empresas
que antes eran estatales, pregunta por sus efectos sobre
los antiguos funcionarios gubernamentales. Se debe
proporcionar información sobre las medidas especiales
que se hayan adoptado para proteger la salud de los
trabajadores que manejan productos químicos peligro-
sos en la zona de cultivo del plátano. También se ha de
dar más información sobre el trabajo infantil y sus
efectos en la educación primaria, indicando el número
de niños de familias pobres que abandonan la escuela.
Al referirse al párrafo 689 del informe, pide aclaracio-
nes sobre la frase “capaces de discernir” y pregunta a
qué edad pueden contraer matrimonio los jóvenes.
También desea saber si existe xenofobia contra los ni-
caragüenses y si la corriente de inmigrantes de Nicara-
gua ha tenido efectos en la política gubernamental.

52. El Sr. Amor, al referirse al párrafo 712, dice que
no comprende cómo las personas jurídicas pueden ver-
se afectadas por los derechos civiles y políticos. Tam-
bién manifiesta su perplejidad sobre la manera en que
se aborda en el informe la libertad de culto. Las dispo-
siciones que rigen ese derecho en la legislación de

Costa Rica son demasiado imprecisas, e incluso po-
drían ser peligrosas. La referencia a la moral podría ser
un obstáculo para practicar la religión y para la libertad
de culto. No se deberían imponer limitaciones a la li-
bertad de culto consagradas en el Pacto. Pregunta si en
Costa Rica existe una definición jurídica de la palabra
“secta”. Sería interesante saber si se han tenido en
cuenta las creencias religiosas de los pueblos indíge-
nas. La interpretación de la libertad de culto que figura
en el informe básicamente tiene en cuenta las ideas de
la religión dominante, lo que deja poco lugar a las de-
más creencias. Desea saber si en el documento de
identidad o en el pasaporte se indica la religión de las
personas y si a los no católicos se les concede licencia
con disfrute de sueldo por motivos religiosos.

53. El Sr. Lallah pregunta si es verdad que en las zo-
nas francas, la elaboración de productos para la expor-
tación, en las que trabajan 90.000 personas, sólo hay un
inspector por cada 30.000 trabajadores. La represen-
tante de Costa Rica debería confirmar si las personas
que trabajan en su domicilio para ese sector están pro-
tegidas por el Código del Trabajo o por las normas de
seguridad social y si tienen derecho a disfrutar de va-
caciones. El Gobierno debería promulgar leyes para
impedir que los empleadores coarten el derecho de los
trabajadores a la libre asociación. También debería ga-
rantizar la aplicación de las disposiciones del Pacto y
del Convenio No. 87 de la OIT relativo a la libertad
sindical y a la protección del derecho de sindicación.

54. Tras mencionar un conflicto registrado hace unos
años en una fábrica de fertilizantes, que se saldó con el
despido de casi 200 trabajadores, decisión anulada
posteriormente por el Gobierno, pregunta por la suerte
de los trabajadores despedidos, a los que al parecer se
puso en una lista negra y no pudieron encontrar empleo
en otras empresas de la industria. También quisiera sa-
ber qué se ha hecho para proteger la salud de los tra-
bajadores que manejan productos químicos. Estas acti-
vidades afectan especialmente a las mujeres que en al-
gunos casos han dado a luz a niños con defectos gené-
ticos o se han vuelto estériles. Observa que varias em-
presas importantes, como Del Monte, Dole y Chiquita,
recurren a prácticas especialmente represivas para im-
pedir el ejercicio de la libertad de asociación y que en
aproximadamente el 65% de casi todas las empresas
industriales y de los otros sectores de la economía
del país están prohibidas las huelgas. De hecho, de las
389 huelgas que hubo en los dos últimos años, sólo dos
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se declararon legales. Pregunta si hay algún motivo que
justifique esta situación.

55. La Sra. Evatt recuerda que en 1994 el Comité
expresó preocupación acerca del ejercicio del derecho a
la libertad de asociación por los trabajadores de las pe-
queñas empresas agrícolas. Sus intentos por negociar o
por negarse a trabajar a menudo recibieron como res-
puesta represalias, amenazas, despidos y negativas a
negociar. Pregunta qué medidas prácticas se están
adoptando para velar por que esos trabajadores puedan
ejercer su derecho de asociación, tengan acceso rápi-
damente a un recurso cuando se les niegue el disfrute
de sus derechos y se les despida o intimide por tratar de
ejercerlos.

56. El Sr. Pocar dice que, habida cuenta del gran
número de adopciones internacionales, desearía saber
qué medidas ha adoptado el Gobierno para proteger a
los niños de los malos tratos, y si Costa Rica es parte
en el Convenio de La Haya sobre la Protección de los
Niños y la Cooperación en materia de Adopción Inter-
nacional, en el que se dispone, entre otras cosas, que
las autoridades de los países de origen deben verificar
las condiciones en los países de adopción. En la actua-
lidad hay un plazo de 30 días para inscribir a los niños
nacidos en Costa Rica. Se pregunta si una reducción de
ese plazo podría ayudar a prevenir adopciones ilícitas.

57. El Sr. Solari Yrigoyen dice que las respuestas
por escrito proporcionadas por la delegación a las pre-
guntas de la lista de cuestiones se han entregado úni-
camente en español. Dado que esas respuestas contie-
nen gran parte de la información solicitada por otros
miembros del Comité, el diálogo con la delegación po-
dría haberse facilitado si se hubieran traducido a los
demás idiomas oficiales.

58. Al referirse al párrafo 720 del informe, dice que
no queda claro si Costa Rica ya se ha adherido al Con-
venio No. 169 de la OIT sobre pueblos indígenas y tri-
bales en países independientes.

Se suspende la sesión a las 17.20 horas y se reanuda a
las 17.30 horas.

59. La Sra. Nagel (Costa Rica) dice que como las
respuestas que ha proporcionado por escrito su delega-
ción se traducirán en breve, limitará sus respuestas
orales a las cuestiones que no se incluyen en las res-
puestas por escrito.

60. La posición preeminente concedida a la Iglesia
Católica es un legado del pasado español de Costa
Rica. Si bien en la Constitución se indica que la reli-
gión católica es la religión del Estado, esto tiene poco
efecto en la vida diaria. De hecho, la oradora no conoce
ningún caso de discriminación por motivos de religión.
Sin duda sería conveniente que se reformara la Cons-
titución, pero no se puede lograr a corto plazo. Las es-
cuelas no católicas están financiadas por donaciones de
obras de beneficencia y de asociaciones.

61. En las respuestas por escrito proporcionadas por
su delegación se describen en detalle las diversas sal-
vaguardias destinadas a prevenir la discriminación ra-
cial y de otro tipo. Desea recalcar que todos los ciuda-
danos costarricenses que consideren que han sido víc-
timas de discriminación y deseen buscar un remedio
efectivo pueden acudir a los tribunales.

62. Los periodistas disfrutan plenamente de la libertad
de expresión, y el acceso a la información pública es un
derecho constitucional. Los ciudadanos pueden utilizar
el recurso de amparo si les niega ese derecho. El derecho
a la libertad de asociación está consagrado en la Consti-
tución. No se presiona a los trabajadores, tanto del sector
público como del privado, para que se afilien a un sindi-
cato determinado, y el Gobierno no ha mostrado favori-
tismo en sus tratos con esas organizaciones.

63. El Gobierno considera, como cuestión de princi-
pio, que los niños no deben trabajar, y la educación es
gratuita. Sin embargo, la realidad socioeconómica es
tal que muchos padres se ven obligados a poner a tra-
bajar a sus hijos. Los menores que trabajan están pro-
tegidos por normas de contratación estrictas, cuyo
cumplimiento vigila el Ministerio de Trabajo y el Pa-
tronato Nacional de la Infancia. Los jóvenes que de-
seen contraer matrimonio antes de los 18 años tienen
que obtener el consentimiento de sus padres y del Pa-
tronato Nacional de la Infancia. La información solici-
tada sobre la prostitución infantil figura en las res-
puestas que ha presentado su delegación por escrito.

64. La oradora dice que no es correcto afirmar que
los inmigrantes nicaragüenses son víctimas de la xeno-
fobia y que este término le desagrada. No obstante, de-
be comprenderse que la llegada de alrededor de 1 mi-
llón de emigrantes a un país de sólo 3 millones de ha-
bitantes ha producido inevitablemente ciertas tensio-
nes. Costa Rica es un país en desarrollo con recursos
limitados, pero el Gobierno tiene que proporcionar
educación y cuidados de salud a una gran población de
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inmigrantes sin contar con ninguna asistencia interna-
cional. El problema se ha agravado con la llegada de
una nueva corriente de inmigrantes tras la devastación
causada por el huracán Mitch. Se han adoptado varias
medidas a fin de facilitar su integración, incluida la
concesión de subsidios de vivienda y educación, y la
eliminación de los límites al número de inmigrantes
que se permite contratar a las empresas.

65. La oradora da las gracias al Sr. Amor por señalar
el error que figura en el párrafo 712 del informe. No se
pretendía decir que las personas jurídicas disfrutan de
derechos humanos. No puede responder a la pregunta
del Sr. Lallah sobre la suerte de los trabajadores despe-
didos tras una controversia con la empresa de fertili-
zantes, ya que su delegación no dispone de esa infor-
mación. La legislación laboral también se aplica a las
personas que trabajan en su domicilio y todos los em-
pleados tienen derecho a disfrutar de los feriados ofi-
ciales establecidos por el Gobierno.

66. Costa Rica ha firmado el Convenio de La Haya
sobre la Protección de los Niños y la Cooperación en
materia de Adopción Internacional. El Gobierno cree
firmemente que los niños adoptados deberían permane-
cer en Costa Rica, siempre que sea posible, y que las
adopciones internacionales han de ser la excepción.
Esas adopciones, que requieren muchos meses, están
sujetas al control del Patronato Nacional de la Infancia,
que mantiene correspondencia con la familia adoptiva,
con el niño y con las autoridades del país de adopción
hasta seis años después de entregar al niño.

67. Costa Rica es Estado Parte en el Convenio
No. 169 de la OIT y en la actualidad el poder legislati-
vo está examinando una proyecto de ley para armonizar
la legislación nacional pertinente con las disposiciones
de ese instrumento.

68. El Sr. Lallah dice que al parecer, algunas de las
preguntas de los miembros del Comité se han entendi-
do mal y algunas cuestiones no han quedado claras.
Sugiere que la delegación de Costa Rica examine el
acta resumida de la sesión a fin de determinar qué
cuestiones se han planteado. La información adicional
requerida podría presentarse por escrito.

69. El Sr. Yalden dice que todavía no tiene claro si el
Estado proporciona financiación a las escuelas no
católicas.

70. El Sr. Amor desea que se facilite una respuesta
más detallada a su pregunta sobre la libertad de culto.

71. La Sra. Nagel (Costa Rica) dice que ha respon-
dido lo más ampliamente posible, con la información
de la que dispone, a las preguntas de los miembros del
Comité. Si ha omitido datos, espera que las respuestas
por escrito que presentará su delegación proporcionen
toda la información adicional necesaria. El poder le-
gislativo está examinando un proyecto de ley en cuyo
marco el Estado podrá hacer contribuciones a las es-
cuelas no católicas, ya que en la actualidad no puede
hacerlo. En cuanto a la libertad de culto, ya ha dicho
que no existe discriminación contra los ciudadanos que
no son católicos.

72. La Presidenta dice que Costa Rica cuenta con
una larga tradición de promoción y protección de los
derechos humanos. Le ha impresionado la disposición
del Estado Parte a hacer frente a los problemas en esa
esfera y sus esfuerzos por armonizar la legislación na-
cional con las normas internacionales.

73. El Estado Parte no expone adecuadamente en su
informe los avances logrados desde la presentación del
tercer informe periódico. Debe comprender que el ob-
jetivo del proceso no es examinar los mismos temas en
cada informe, sino los cambios que se han producido.
Es preciso establecer mecanismos para garantizar que
la capacidad y los conocimientos técnicos necesarios
para la preparación de informes se mantengan de un
gobierno al siguiente.

74. Existen varias esferas que son motivo de preocu-
pación. Está claro que la manera en que el Estado Parte
entiende la discriminación no coincide con la posición
del Comité sobre esta cuestión. En el informe y en las
respuestas por escrito se describen prácticas que cons-
tituyen claramente discriminación por motivos religio-
sos. Los maestros de las escuelas estatales deben ser
católicos, y sólo las escuelas católicas reciben finan-
ciación del Estado; el Estado aporta contribuciones a la
Iglesia Católica, y subvenciona los salarios de los sa-
cerdotes, sin otorgar beneficios similares a las demás
confesiones, y los sacerdotes católicos que trabajan en
instituciones públicas disfrutan de condiciones de tra-
bajo mejores que las de sus homólogos no católicos. La
interpretación por el Estado Parte del derecho a la li-
bertad de asociación también ha planteado varios inte-
rrogantes. No hay que pensar que la falta de informa-
ción sobre el tema impedirá que el Comité formule
conclusiones a ese respecto. Es necesario que los moti-
vos para declarar el estado de emergencia se definan
mediante disposiciones legislativas acordes con los
criterios que se especifican en el Pacto. También desea
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alentar al Estado Parte a que haga mayores esfuerzos
por mejorar la condición de la mujer.

75. La Sra. Nagel (Costa Rica) dice que el diálogo
con el Comité ha sido instructivo y enriquecedor. Sos-
tiene que ningún país puede afirmar que cuenta con un
historial perfecto de derechos humanos y reconoce que
existen esferas en las que Costa Rica podría hacer más,
pero está convencida de que su país tiene la voluntad y
los recursos humanos para lograrlo.

Se levanta la sesión a las 18.00 horas.


